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DISTINCIÓN ENTRE GARANTÍA Y 
DERECHO HUMANO

Tradicionalmente, se llamaba a los 
derechos humanos garantías individuales, 

tal como lo establecía la parte dogmática de 
la Constitución antes de las reformas en 

materia de derechos humanos de junio de 
2011.

No obstante, hoy en día es necesario 
precisar y advertir que las garantías son los 

medios que proporciona la constitución 
para hacer efectivos los derechos humanos.



¿Cómo se garantizan los
derechos humanos?

A través de los medios de
control que establece la propia
Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y las
correspondientes a las
Entidades Federativas y la
Ciudad de México.



Doctrinalmente, se entiende
por medio de control de
constitucionalidad “una
abreviación del nombre
completo de esta área del
Derecho Procesal
constitucional, el cual es
control de la constitucionalidad
del poder político en cuanto a
su origen, a su ejercicio y a sus

fines”



Los medios de control en 
nuestro orden constitucional se 
clasifican en:

-Jurisdiccionales
-No Jurisdiccionales



Medios de control no 
jurisdiccionales:

A) Facultades de investigación de 
violaciones graves de derechos 
humanos CNDH, cuando así lo 
juzgue conveniente. (Artículo 102 
apartado b)

B) Protección de datos personales 
(habeas data). Artículo 6 
constitucional.

C) Juicio Político  (Artículo 110). 



Los principales medios de control 
jurisdiccionales que garantizan los 
derechos humanos son:

a) Juicio de amparo (fundamento en 
los artículos 103 y 107).

b) Controversias constitucionales 
(fundamento en el artículo 105, fracción I).

c) Acciones de inconstitucionalidad 
(fundamento en el artículo 105, fracción II).

d)       El juicio para la protección de los 
derechos político – electorales de los 
ciudadanos (artículo 99, fracción V);

e). El juicio de revisión constitucional 
electoral (artículo 99, fracción IV);



Artículo 103. Los Tribunales de la Federación
resolverán toda controversia que se suscite

I. Por normas generales, actos u
omisiones de la autoridad que violen los
derechos humanos reconocidos y las garantías
otorgadas para su protección por esta
Constitución, así como por los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano
sea parte;

II. Por normas generales o actos de la
autoridad federal que vulneren o restrinjan la
soberanía de los Estados o la autonomía de la
Ciudad de México, y

III. Por normas generales o actos de las
autoridades de las entidades federativas que
invadan la esfera de competencia de la
autoridad federal.



Artículo 107. Las controversias
de que habla el artículo 103 de
esta Constitución, con excepción
de aquellas en materia electoral,
se sujetarán a los procedimientos
que determine la ley
reglamentaria, de acuerdo con las
bases siguientes: (…)



¿Cuál es el medio de control
constitucional para plantear la no
conformidad con las leyes en
materia electoral?



a) Primer acercamiento conceptual del 
principio pro persona: ¿cómo podemos 
definirlo? El principio pro persona parece 
haber sido definido por primera vez por el 
juez Rodolfo E. Piza Escalante en uno de 
sus votos adjuntos a una decisión de la 
Corte idh. En dicha ocasión, el juez Piza 
afirmó que el principio pro persona es 
[Un] criterio fundamental [que] […] 
impone la naturaleza misma de los 
derechos humanos, la cual obliga a 
interpretar extensivamente las normas 
que los consagran o amplían y 
restrictivamente las que los limitan o 
restringen. [De esta forma, el principio pro 
persona] […] conduce a la conclusión de 
que [la] exigibilidad inmediata e 
incondicional [de los derechos humanos] 
es la regla y su condicionamiento la 
excepción.



Una definición clásica del principio pro 
persona se encuentra en el ámbito 
latinoamericano en la obra de Mónica 
Pinto, quien señala: “es un criterio 
hermenéutico que informa todo el 
derecho de los derechos humanos, en 
virtud del cual se debe acudir a la norma 
más amplia, o a la interpretación más 
extensiva, cuando se trata de reconocer 
derechos protegidos e, inversamente, a 
la norma o a la interpretación más 
restringida cuando se trata de 
establecer restricciones permanentes al 
ejercicio de los derechos o su 
suspensión extraordinaria. Este 
principio coincide con el rasgo 
fundamental del derecho de los 
derechos humanos, esto es, estar 
siempre a favor del hombre”



Art. 1o.- En los Estados Unidos 
Mexicanos todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo 
las condiciones que esta Constitución 
establece. 

Las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de 
conformidad con esta Constitución y 
con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo 
a las personas la protección más 
amplia. 



Tesis: P./J. 21/2014 (10a.)

• JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS
HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS
FAVORABLE A LA PERSONA.

•
Los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con
independencia de que el Estado Mexicano haya sido parte en el litigio ante dicho tribunal,
resultan vinculantes para los Jueces nacionales al constituir una extensión de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que en dichos criterios se
determina el contenido de los derechos humanos establecidos en ese tratado. La fuerza
vinculante de la jurisprudencia interamericana se desprende del propio mandato
establecido en el artículo 1o. constitucional, pues el principio pro persona obliga a los
Jueces nacionales a resolver cada caso atendiendo a la interpretación más favorable a
la persona. En cumplimiento de este mandato constitucional, los operadores jurídicos
deben atender a lo siguiente: (i) cuando el criterio se haya emitido en un caso en el que el
Estado Mexicano no haya sido parte, la aplicabilidad del precedente al caso específico
debe determinarse con base en la verificación de la existencia de las mismas razones que
motivaron el pronunciamiento; (ii) en todos los casos en que sea posible, debe
armonizarse la jurisprudencia interamericana con la nacional; y (iii) de ser imposible la
armonización, debe aplicarse el criterio que resulte más favorecedor para la protección de
los derechos humanos.



¿El principio pro persona tiene 
límites?

La respuesta es sí, de acuerdo con la 
tesis de la Segunda Sala de la SCJN 
2a./J. 56/2014 (10a.)

“PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN 
MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. SU 
CUMPLIMIENTO NO IMPLICA QUE 
LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
NACIONALES, AL EJERCER SU 
FUNCIÓN, DEJEN DE OBSERVAR LOS 
DIVERSOS PRINCIPIOS Y 
RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA 
NORMA FUNDAMENTAL”.



¿El principio pro persona tiene 
límites?

Además, la Tesis: 1a./J. 10/2014 (10a.), 
de la Primera Sala, establece

“PRINCIPIO PRO PERSONA Y 
RECURSO EFECTIVO. EL GOBERNADO 
NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS 
REQUISITOS DE PROCEDENCIA 
PREVISTOS EN LAS LEYES PARA 
INTERPONER UN MEDIO DE 
DEFENSA.”.



OBLIGACIONES DE LAS 
AUTORIDADES

Los derechos humanos 

incluyen tanto derechos como 

obligaciones. Los Estados 

asumen las obligaciones y los 

deberes, en virtud del 

derecho internacional, de 

promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos 
humanos. 



• OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES

• La obligación de promoverlos implica la
obligación del Estado de difundir los
derechos humanos; respetarlos significa
que el Estado debe abstenerse de interferir
en el disfrute de los derechos humanos, o
de limitarlos. La obligación de protegerlos
exige que el Estado impida los abusos de
los derechos humanos contra individuos y
grupos. La obligación de garantizarlos
significa que el Estado debe adoptar
medidas positivas para facilitar el disfrute
de los derechos humanos básicos.

• En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos.

• Todo lo anterior es obligación expresa
(artículo 1 constitucional), no optativa.

•



• OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES

• DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DE LAS
AUTORIDADES EN LA MATERIA. Registro digital: 160073; 1a. XVIII/2012 (9a.)

• Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de
2011, vigente a partir del día siguiente de su publicación, se reformó y adicionó el
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
establecer diversas obligaciones a las autoridades, entre ellas, que las normas
relativas a derechos humanos se interpretarán conforme a la Constitución y a los
tratados internacionales en la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas
la protección más amplia, es decir, que los derechos humanos son los reconocidos
por la Ley Fundamental y los tratados internacionales suscritos por México, y que
la interpretación de aquélla y de las disposiciones de derechos humanos
contenidas en instrumentos internacionales y en las leyes, siempre debe ser en
las mejores condiciones para las personas. Asimismo, del párrafo tercero de dicho
precepto destaca que todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, deben promover, respetar, proteger y garantizar los derechos
humanos, conforme a los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad, y que, en consecuencia, el Estado debe
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos
humanos en los términos que establezca la ley, lo cual conlleva a que las
autoridades actúen atendiendo a todas las personas por igual, con una
visión interdependiente, ya que el ejercicio de un derecho humano implica
necesariamente que se respeten y protejan múltiples derechos vinculados,
los cuales no podrán dividirse, y todo habrá de ser de manera progresiva,
prohibiendo cualquier retroceso en los medios establecidos para el
ejercicio, tutela, reparación y efectividad de aquéllos.

•



• OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES

• DERECHOS HUMANOS. LA OBLIGACIÓN DEL ÓRGANO DE AMPARO DE PROMOVERLOS, RESPETARLOS,
PROTEGERLOS Y GARANTIZARLOS, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SÓLO SE ACTUALIZA EN EL ÁMBITO DE SU COMPETENCIA, POR LO
QUE CARECE DE ATRIBUCIONES PARA PRONUNCIARSE RESPECTO DE VIOLACIONES A LOS QUE NO
FORMEN PARTE DE LA LITIS CONSTITUCIONAL. Registro digital: 2012228; P./J. 5/2016 (10a.)

•
Si bien del precepto constitucional referido deriva la obligación de todas las autoridades de promover,
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresividad, lo cierto es que ese compromiso se limita a que se ejerza
dentro de la competencia de cada autoridad en particular. Así, un órgano de amparo sólo puede conocer de
las violaciones a los derechos humanos que le sean planteadas como controversia conforme a los
artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las cuales deberá resolver
en atención a lo previsto en los aludidos preceptos y en los que resulten aplicables de su Ley Reglamentaria.
Por tanto, si durante el trámite o resolución de un juicio de amparo se advierte la posible violación de un
derecho humano en perjuicio del quejoso, del tercero interesado o de cualquier otra persona, en relación con
un acto distinto del señalado como reclamado y, en su caso, por parte de autoridades que no
necesariamente hayan sido designadas como responsables, el órgano de amparo está impedido para
pronunciarse al respecto pues, de lo contrario, modificaría la litis constitucional, desnaturalizaría el fin último
del juicio, afectando los principios que le rigen, entre otros, el de instancia de parte, y vulneraría
distintos derechos inherentes a quienes resultaren afectados por el pronunciamiento que así se hiciera,
como pudieran ser los derechos afines al principio de congruencia, al de debido proceso y al de legalidad,
reconocidos por los artículos 14, 16 y 17 constitucionales. Por tanto, cuando se advierta una violación
a derechos humanos ajena a la controversia esencial que es materia del juicio, el órgano de amparo debe
denunciar, dar vista o poner en conocimiento de la autoridad que resulte competente de investigar los hechos
correspondientes, o que sea directamente responsable de promover, respetar, proteger y garantizar
dichos derechos, teniendo especial cuidado de que, con ese actuar, no incluya pronunciamiento alguno sobre
la determinación de existencia de aquella violación, que sólo debe tratarse como probable. A la vez, tampoco
debe emitirse al respecto condena, recomendación o incluso sugerencia de carácter vinculatorio en relación
con las consecuencias de la probable violación ni a la forma de restituir el derecho que se advierta
posiblemente violado, sin que ello descarte la posibilidad de que a la denuncia, vista o puesta en
conocimiento, se acompañen elementos técnicos que permitan a la autoridad competente apreciar
objetivamente la posible violación a derechos humanos, las razones que lo sustenten e incluso, los aspectos
que se considere habrían posiblemente evitado que se incurriera en la citada violación; lo anterior,
precisamente porque las sentencias de amparo tienen un peso jurídico, e incluso moral que, de no tenerse el
especial cuidado expresado, podrían hacer vinculatorios determinados pronunciamientos sin que se emitan
en un juicio o procedimiento en el que las partes involucradas tengan la oportunidad de hacer valer los
argumentos y pruebas y demás defensas que fuesen procedentes en cada caso. Así, aunque se advierta una
evidente violación a los derechos humanos, lo correcto es que la autoridad competente la valore en su propia
dimensión y en términos del procedimiento de ley que resulte aplicable. Con este proceder, los órganos de
amparo, sin desnaturalizar el juicio, ni excederse en sus facultades, reafirman su compromiso en materia
de derechos humanos.



PRINCIPIOS RECTORES DE LOS 
DERECHOS HUMANOS.

La aplicación de los derechos
humanos a la que se encuentran
obligadas todas las autoridades se
rige por los principios de
universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad.

La transversalidad.



El principio de universalidad.

Todas las personas son titulares de
todos los derechos humanos. Dicho
principio se encuentra
estrechamente relacionado a la
igualdad y no discriminación. No
obstante, para lograr la igualdad real
se debe atender a las circunstancias
o necesidades específicas de las
personas.



Principio de interdependencia:

Consiste en que cada uno de los
derechos humanos se encuentran
ligados unos a otros, de tal manera
que el reconocimiento de uno de
ellos, así como su ejercicio, implica
necesariamente que se respeten y
protejan múltiples derechos que se
encuentran vinculados.



Principio de indivisibilidad:

Implica que los derechos humanos
no pueden ser fragmentados sea
cual fuere su naturaleza. Cada uno
de ellos conforma una totalidad, de
tal forma que se deben reconocer,
proteger y garantizar de forma
integral por todas las autoridades.



Principio de progresividad:

Constituye una obligación del
Estado para asegurar el progreso en
el desarrollo constructivo de los
derechos humanos, al mismo
tiempo, implica una prohibición para
el Estado respecto a cualquier
retroceso de los derechos. El Estado
debe proveer las condiciones más
óptimas de disfrute de los derechos
y no disminuir ese nivel logrado.



• TEST DE PROPORCIONALIDAD. AL IGUAL QUE LA INTERPRETACIÓN CONFORME Y EL

ESCRUTINIO JUDICIAL, CONSTITUYE TAN SÓLO UNA HERRAMIENTA INTERPRETATIVA
Y ARGUMENTATIVA MÁS QUE EL JUZGADOR PUEDE EMPLEAR PARA VERIFICAR LA
EXISTENCIA DE LIMITACIONES, RESTRICCIONES O VIOLACIONES A UN DERECHO
FUNDAMENTAL. Registro digital: 2019276; 2a./J. 10/2019 (10a.)

•
Para verificar si algún derecho humano reconocido por la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos o por los tratados internacionales de los que el Estado
mexicano es parte se ha transgredido, el juzgador puede emplear diversos métodos o
herramientas argumentativas que lo ayuden a constatar si existe o no la violación
alegada, estando facultado para decidir cuál es, en su opinión, el más adecuado para
resolver el asunto sometido a su conocimiento a partir de la valoración de los siguientes
factores, entre otros: a) el derecho o principio constitucional que se alegue violado; b) si la
norma de que se trata constituye una limitación gradual en el ejercicio del derecho, o si es
una verdadera restricción o impedimento en su disfrute; c) el tipo de intereses que se
encuentran en juego; d) la intensidad de la violación alegada; y e) la naturaleza jurídica y
regulatoria de la norma jurídica impugnada. Entre los métodos más comunes para
solucionar esas problemáticas se encuentra el test de proporcionalidad que, junto con la
interpretación conforme, el escrutinio judicial y otros métodos interpretativos, constituyen
herramientas igualmente útiles para dirimir la violación a derechos. En este sentido, esos
métodos no constituyen, por sí mismos, un derecho fundamental, sino la vía para que los
Jueces cumplan la obligación que tienen a su cargo, que se constriñe a decidir, en cada
caso particular, si ha existido o no la violación alegada. Sobre esas bases, los Jueces no
están obligados a verificar la violación a un derecho humano a la luz de un método en
particular, ni siquiera porque así se lo hubieran propuesto en la demanda o en el recurso,
máxime que no existe exigencia constitucional, ni siquiera jurisprudencial, para emprender
el test de proporcionalidad o alguno de los otros métodos cuando se alegue violación a un
derecho humano.



• PERSONAS CON DISCAPACIDAD. METODOLOGÍA QUE DEBEN SEGUIR LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA ESTABLECER
AJUSTES RAZONABLES Y MEDIDAS DE APOYO PARA SU PLENA INCLUSIÓN EFECTIVA EN CUALQUIER ÁMBITO.

•
Hechos: Los padres de un niño diagnosticado con trisomía 21 (síndrome de Down) solicitaron a una institución deportiva que su hijo fuera
inscrito en las clases ordinarias de natación porque el niño así lo deseaba. Sin embargo, la institución negó dicha solicitud al considerar que
el niño debía permanecer en el grupo de clases adaptadas, en donde tendría como opción la participación en las "olimpiadas especiales".
Ante esta respuesta, sus progenitores promovieron un juicio de amparo indirecto. El Juez de Distrito negó el amparo al considerar que la
institución no estaba negando el acceso a las actividades deportivas, por el contrario, al ofrecer las clases adaptadas, estaba atendiendo a
los ajustes razonables para que el niño ejerciera su derecho al deporte. Ante esa negativa, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión
que fue atraído por este Alto Tribunal.

•
Criterio jurídico: Para garantizar la inclusión efectiva de las personas con discapacidad en cualquier ámbito, las instituciones públicas y
privadas deben realizar los ajustes razonables necesarios e implementar las medidas de apoyo que se requieran. Para tal efecto, deben
seguir una metodología en la que, en principio, deberán detectar y eliminar los obstáculos que repercutan en el goce de
los derechos humanos y de las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, mediante el diálogo con ellas. Además, deberán
evaluar si es posible realizar el ajuste desde el punto de vista jurídico o material y examinar si el ajuste es pertinente (necesario y adecuado)
o eficaz para garantizar el ejercicio del derecho de que se trate. Por otro lado, deberán analizar si la modificación impone una carga
desproporcionada o indebida, para lo cual deberá estudiarse la proporcionalidad que exista entre los medios empleados y la finalidad, es
decir, el disfrute del derecho en cuestión. Asimismo, deberán vigilar que el ajuste razonable sea adecuado para lograr el objetivo esencial de
promover la igualdad y eliminar la discriminación en contra de las personas con discapacidad y que los costos no sean sufragados por las
personas con discapacidad. Y, finalmente, deberán cuidar que la carga de la prueba recaiga sobre el sujeto obligado cuando aduzca que el
ajuste es desproporcionado o indebido.

•
Justificación: El derecho humano a vivir de forma independiente, contemplado en el inciso c), del artículo 19 de la Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad, implica que deben garantizarse aquellas medidas dirigidas a facilitar el acceso de las
personas al entorno físico en el que se desenvuelven.

• Es por esa razón que en los artículos 2, párrafo penúltimo, de la Convención mencionada y 2, fracción II, de la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad, se prevén los ajustes razonables como aquellas modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas
que no impongan una carga desproporcionada o indebida y que se requieran para garantizar a las personas con discapacidad el ejercicio, en
igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. Es decir, por su alcance individual,
esta medida es posterior a la constatación de la situación especial de una persona con discapacidad y complementaria a la obligación en
materia de accesibilidad.

• Por lo tanto, a fin de garantizar la plena inclusión de las personas con discapacidad en cualquier ámbito,
debe seguirse una metodología para establecer ajustes razonables y medidas de apoyo que parta de
distintos principios derivados del modelo social y de derechos humanos de la discapacidad. El primer
principio es la dignidad, consistente en el pleno respeto a las personas por el solo hecho de serlo, sin que una diversidad funcional pueda
mermar o disminuir tal reconocimiento. El segundo es la accesibilidad universal, que se refiere a la posibilidad de que las personas
con discapacidad puedan participar en igualdad de condiciones que las personas sin discapacidad en todos los ámbitos y servicios de su
entorno social. El tercero es la transversalidad, entendida en el sentido de que el entendimiento de la
discapacidad debe permear en todos los ámbitos de una sociedad, por lo que la discapacidad no debe
ser vista como un aspecto aislado dentro de un contexto, sino que debe ser concebido en íntima
relación con todas las facetas de su entorno. El cuarto es el diseño para todas las personas, que implica que las políticas se
conciban de una manera incluyente para que puedan ser utilizadas por el mayor número posible de personas usuarias. El quinto es el
respeto a la diversidad, consistente en que las medidas en materia de discapacidad no pretenden negar las diferencias funcionales de las
personas, sino precisamente reconocerlas como fundamento de una sociedad plural. Finalmente, el sexto consiste en la eficacia horizontal,
en el sentido de que las cuestiones atinentes al respeto de las personas con discapacidad se encuentran dirigidas tanto a las autoridades
como al resto de la población.

• Lo anterior resulta fundamental ya que la meta, cuya consecución se busca con el establecimiento de los ajustes razonables, es lograr la
igualdad y la no discriminación, a fin de permitir la plena inclusión de las personas con discapacidad en el entorno social.



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

1. Principio de interpretación 

acorde a la constitución:

a-Principio pro persona

b-Principio dispositivo

c-Interpretación conforme

 como obligaciones. Los 

Estados asumen las 

obligaciones y los deberes, 



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

2. Principio de Interpretación 

más favorable a la persona:

a-Principio pro persona

b-Principio dispositivo

c-Interpretación conforme

 como obligaciones. Los 

Estados asumen las 

obligaciones y los deberes, 



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

3. Principios rectores de los 

derechos humanos:

A- Universalidad, control 

difuso, interdependencia, e 

indivisibilidad.

B- Universalidad, protección, 

indivisibilidad e 

interdependencia.

C- Universalidad, 

interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad.



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

4. Si se propusiera eliminar la 

propiedad privada, esta 

reforma violaría el principio 

de:

A- Universalidad.

B- indivisibilidad 

C- interdependencia 

D- Progresividad



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

5. Una garantía, un derecho 

fundamental y un derecho 

humano es lo mismo

A- Verdadero

B- Falso



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

6. Las garantías establecen 

los medios de control 

constitucional para hacer 

efectivos los derechos 

humanos

A- Verdadero

B- Falso



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

7. El juicio de amparo es la 

única garantía de protección 

de derechos humanos como 

medio de control 

constitucional.

A- Verdadero

B- Falso



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOS

Los derPREGUNTAS

8. La SCJN ha establecido 

que la interpretación del 

derecho pro-persona, no tiene 

límites:

A- Verdadero

B- Falso



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECHOrPREGUNTAS

9. Resoluciones de la Corte 

Interamericana que son 

vinculantes para México:

A- Todas, por reconocer 

México la jurisdicción 

contenciosa de la CIDH.

B- Aquéllas en que el Estado 

Mexicano es parte.

C- Las que refieren el mismo 

caso en concreto.



OBLIGACIONES DE LOS 
DERECrPREGUNTAS

10. El Poder Judicial de la 

Federación se encuentra 

obligado a promover los 

Derechos Humanos:

a) FALSO

b) VERDADERO
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